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NEUQUEN, 19 de febrero del año 2019. 

Y VISTOS: 

En acuerdo estos autos caratulados: “ARAVENA 

MENDEZ FELIPE ENRIQUE C/ MATUS MONTECINOS JOSE SAMUEL Y OTRO 

S/ D. Y P. X USO AUTOM. C/ LESION O MUERTE”, (JNQCI6 EXP Nº 

452597/2011), venidos a esta Sala II integrada por los Dres. 

Patricia CLERICI y Marcelo MEDORI, con la presencia de la 

Secretaria actuante Dra. Micaela ROSALES y, de acuerdo al 

orden de votación sorteado, el Dr. Marcelo MEDORI dijo: 

I.- A fs. 362/366 obra la expresión de agravios 

del demandado fundando el recurso de apelación interpuesto 

contra la sentencia de fecha 06/03/2017 (fs. 327/336); pide se 

revoque en lo que es materia de agravios, rechazándose la 

demanda, y subsidiariamente, para que se reduzca el porcentaje 

de atribución que se le endilga en el siniestro. 

Considera que el pronunciamiento hace una 

interpretación jurídica inadecuada de los arts. 41 y 64 de la 

Ley de Tránsito; que la prioridad de quien circula por la 

derecha consagrada en el primero, no establece una atribución 

objetiva de culpa pues la propia norma enumera las excepciones 

que le caben al principio; que el art. 64 establece que se 

presume culpable del accidente a quien carecía de prioridad de 

paso, sin perjuicio de la que pueda corresponderle a quien aun 

respetando las disposiciones vigentes pudieron haberlo evitado 

voluntariamente y no lo hicieron. 

Agrega que el decreto reglamentario al referirse 

al art. 64 citado, expresa que la relación de la infracción 

con el accidente debe ser causa o concausa eficiente, lo cual 

a su juicio, desbarata el andamiaje argumental que pretende 

otorgar a la prioridad de paso un alcance que no tiene. 
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Así, entiende que no existe prueba en estas 

actuaciones que pueda otorgar a la infracción de la prioridad 

de paso el carácter de causa o concausa eficiente del 

siniestro, y que de conformidad al modo que ocurrió la 

colisión y los escasos daños de los tripulantes de la moto; el 

lugar y posición de los vehículos, es posible concluir que la 

supuesta violación de aquella regla no fue ni la causa ni la 

concausa del siniestro. 

Cita el apartado de la sentencia que aludiera al 

testimonio del pasajero del taxi cuando declaró que una vez 

que traspusieron casi el cien por ciento de la mano que baja 

desde la Universidad, sintieron un golpe en la parte de atrás 

del vehículo, lo cual debe llevar a concluir que no hubo de su 

parte maniobra imprudente o arriesgada. 

También se agravia porque considera que no medió 

una interpretación lógica de la prueba rendida, no sólo porque 

no se otorgó entidad a la declaración del Sr. Retamal, sino 

porque se desestimó el testimonio de la Sra. Rocha Soto sin 

que fuera pedido por ninguna de las partes ni que se derive de 

ninguna norma vigente. 

Indica que la sentencia deja sin efecto el 

testimonio por haber devenido parte en los autos acumulados, 

excluyendo lo que a su juicio es una pieza probatoria que cabe 

sumar a la declaración de Retamal y a la pericia psicológica 

de Aravena. 

Recuerda que la Sra. Rocha Soto demandó como 

tercero transportado por lo que bien podría haber accionado 

contra ambos conductores, limitándose así el carácter de parte 

a los daños que le reclamara a él. 

Contrapone las declaraciones, destacando lo que 

él entiende son contradicciones que llevan a concluir que sólo 

existió el roce de un vehículo menor con el paragolpe de su 
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rodado y que al no adjudicarse ningún tipo de responsabilidad 

al rodado embistente, la Jueza renuncia a una interpretación 

integral que le permita llegar a la verdad material. 

II.- A fs. 368/375 los actores de ambos procesos 

fundan los recursos de apelación interpuestos contra la 

sentencia. 

En primer lugar el Sr. Aravena se agravia del 

monto en concepto de daño físico por ser insuficiente, 

destacando que hasta la actualidad posee daño en su rodilla 

derecha que lo limita para muchas actividades. 

Destaca que el cálculo promedio que arroja la 

aplicación de las fórmulas “Méndez” y “Vuotto” eleva la 

indemnización a prácticamente el doble de la otorgada, 

efectuando así los cálculos según una y otra fórmula. 

Luego se agravia del monto otorgado en concepto 

de daño moral el que entiende es insuficiente teniendo en 

cuenta los sufrimientos padecidos los que, por otra parte, 

encuentra acabadamente probados. 

También considera bajas las sumas reconocidas en 

concepto de tratamientos futuros, tanto médicos como 

psicológicos, ensayando los montos que cabría otorgar de 

conformidad a lo que manifestaran los peritos. 

A su turno, la Sra. Rocha Soto, se agravia que se 

haya descartado el daño físico, omitiendo considerar la 

pericia, la historia médica y el resto de los registros 

relacionados con el siniestro, afirmando que el daño reclamado 

no guarda relación de casualidad con el hecho. 

Señala que no se tuvo en cuenta que la actora 

concurrió al hospital 4 días más tarde del hecho, sin 

comprender que tal circunstancia se debe a que no contaba con 
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obra social y conseguir turno en el hospital público demanda 

más tiempo. 

En cuanto a la lesión de la rodilla, si bien, 

según la radiografía la actora no presentaba lesiones, ello es 

lógico pues no sufrió lesión, ósea sino meniscal, cuestión a 

la que se refirió el perito en el informe al señalar que, aún 

cuando el estudio se realizó 5 años después del accidente, la 

misma puede obedecer a aquél, al admitir ser considerada una 

lesión de cinco años. 

Señala que la jueza se apartó de los informes 

médicos, y aún reconociendo que no está vinculada forzosamente 

a los dictámenes periciales, para apartarse de ellos debió 

otorgar razones muy fundadas. 

También se agravia por el monto otorgado en 

concepto de daño moral, pues entiende que resulta insuficiente 

a tenor de lo informado por la perito psicóloga en cuanto a la 

angustia ligada al episodio traumático vivido. 

Para finalizar también se agravia por el monto 

otorgado en concepto de tratamiento psicológico futuro por 

considerarlo inferior al informado como necesario por la 

perito y por el rechazo al rubro tratamiento médico futuro, 

pues también el experto médico informó posibilidad de 

tratamiento y costo que representaría el mismo. 

III.- A fs. 377/382 los actores de ambos procesos 

contestan los agravios, solicitando la confirmación de la 

sentencia en cuanto impusiera la responsabilidad en forma 

total al demandado. 

IV.- A fs. 345 el letrado de los actores apela 

los honorarios por altos y por bajos. 

V.- Abordando las cuestiones traídas a 

entendimiento anticipo que, a los fines de la tarea 
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interpretativa y de aplicación de las normas para atender los 

agravios, habré de seguir aquellas argumentaciones de las 

partes que resulten conducentes y posean relevancia para 

decidir el caso conforme los puntos capitales de la litis, y 

así lo dicta nuestro Máximo Tribunal (CSJN-Fallos 258:304; 

262:222; 265:301; 272:225; Fassi-Yañez, "Código Procesal Civil 

y Comercial de la Nación, Comentado, Anotado y Concordado", T° 

I, pág. 824, Edit. Astrea); a su vez, que se considerarán 

aquellos elementos aportados que se estimen conducentes para 

la comprobación de los hechos controvertidos, atento a que no 

es obligación del juzgador ponderar todas las pruebas 

agregadas, sino únicamente las que estime apropiadas para 

resolver el conflicto (CSJN-Fallos 274:113; 280:3201; 144:611, 

autores y obra citados, pag. 466). 

Que por una cuestión de orden metodológico he de 

abordar, en primer término, el cuestionamiento a la 

determinación de responsabilidad en el accidente que, conforme 

se decidiera, le fue atribuida totalmente en el demandado. 

1.- Que en estas actuaciones se reclama la 

indemnización de los daños sufridos por el actor que invoca la 

responsabilidad del conductor del automóvil marca Chevrolet 

GRT-825, reprochándole conducir en forma imprudente y a 

excesiva velocidad por la calle Matheu en sentido Este-Oeste e 

intentar el cruce de la Avda. Argentina sin respetar la 

prioridad de paso, cuando “se encontraba finalizando el cruce 

de la arteria”, interponiéndose en la circulación que llevaba 

por la citada avenida en sentido Norte-Sur, guiando una 

motocicleta Gilera VC 125, acaeciendo la colisión (fs. 4 

vta.); dicha descripción de los hechos la reedita la actora en 

los autos “ROCHA SOTO VANESA DEL CARMEN C/ MATUS MONTECINOS 

JOSE SAMUEL Y OTRO S/ DAÑOS Y PERJUICIOS POR USO AUTOMOTOR CON 

LESION O MUERTE (EXTE. 465601/2012)”, que era transportada por 

Felipe Enrique Aravena Mendez (fs. 3 vta.). 
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El conductor del automóvil al responder las 

acciones reseña que “casi había cruzado íntegramente la 

Avenida Argentina cuando sentimos un pequeño golpe en la parte 

trasera del vehículo y al dirigir mi mirada hacia la Avenida 

vi una motocicleta caída y dos personas en el suelo” (fs. 25 

vta.); que “el embistente es el rodado menor y que la zona de 

impacto es el paragolpe trasero del taxi”; que el conductor de 

la motocicleta “no tenía absolutamente ninguna prioridad de 

paso”; que “debía circular sin luces y a gran velocidad porque 

ni yo ni mi pasaje habíamos advertido su presencia” y que “en 

realidad fue solo un roce” (fs. 26); descripción que también 

reedita en la causa “Rocha Soto” (fs. 27/28). 

Que acerca relación a la mecánica del accidente, 

no existe pericial accidentológica, quedando limitada a la 

documental y testimonial. 

Que por un lado, resulta que en la planilla de 

accidente acompañada por la Policía de la Provincia del 

Neuquén, y que no fuera impugnada, surge como lugar presunto 

del impacto un punto existente a 2,5 mts. De la línea 

imaginaria del cordón Oeste de la Avenida que tiene un ancho 

de 7,80 mts. (fs. 85 vta.), que guarda correspondencia con la 

descripción dibujada que el demandado realizó también en sede 

policial (fs. 21). 

Que el testigo Luis Gerardo Retamal, pasajero del 

taxi que conducía el demandado, describió que “Ibamos llegando 

a la avenida Argentina y llegando a la calle que está abajo de 

la universidad, que no me pudo acordar el nombre, pasamos la 

primer mano (la que sube), y pasando la segunda mano (la que 

baja), sentimos un golpecito en la parte de atrás, donde 

termina el guadagarros (respuesta 4°), “cuando pasamos no se 

venía nadie, no para abajo ni para arriba” (respuesta 5°), “lo 

único que sentimos fueron los golpes nomás” (respuesta 7°), 

“La moto apareció de repente de la universidad para abajo y 
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chocó a auto en la parte de atrás”. Ya habíamos pasado casi el 

100%” (respuesta 9°) “apareció de repente como un relámpago” 

(respuesta 11°). 

A tenor de lo expuesto y prueba relevada, resulta 

que el actor, conductor del rodado menor, no acreditó que la 

colisión se produjera cuando “se encontraba finalizando el 

cruce de la arteria”, ni que el automóvil circulara a exceso 

de velocidad, presupuestos de hecho que denunció para suscitar 

la responsabilidad del conductor del automóvil Chevrolet. 

Por el contrario, integrando la documental y la 

testimonial, por tratarse de un automotor de más de 4 metros 

de longitud (marca Corsa), y que el impacto trasero se produce 

a 2,5 mts. de la línea imaginaria del cordón Oeste de la 

Avenida que posee 7,8 mts. de ancho, surge incuestionable la 

conclusión de que cuando se produce el contacto con el extremo 

trasero de su guardabarros, aquel ya había ingresado a la 

calle; y de ello coherente el relato del testigo Retamal, 

pasajero del taxi, que agrega no haber visto antes del 

accidente a la motocicleta que apareció de repente, cuando ya 

habían pasado. 

De todas formas vale destacar que el actor 

tampoco había señalado con precisión el lugar exacto de la 

Avenida por donde transitaba ni donde se produce el impacto. 

Que la interpretación y aplicación de la 

responsabilidad objetiva regulada en el segundo apartado del 

art. 1113 del C.Civil –vigente al momento de la colisión- 

impone aproximarse al concepto de la relación causal y el 

eventual aporte que pudo haber concretado la víctima, que es a 

la vez el conductor de la motocicleta, y relacionarlo con la 

prueba. 

Que es en el marco jurídico descripto que se debe 

establecer si el hecho de la víctima, en este caso también 
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conductor del otro rodado, ha influido en la causalidad hasta 

desplazar fuera de la esfera del demandado la atribución de 

las consecuencias del hecho (conf. Barbato, Culpa sin 

responsabilidad, reflexiones sobre la culpa de la víctima y 

otros supuestos análogos- ED 143-870), y a su respecto se 

exige que tal obrar haya incidido exclusiva o concurrentemente 

gravitando en el ilícito y resultado dañoso, de tal forma de 

que en la atribución de responsabilidad se cumpla en la medida 

o proporción en que el agente causal haya sido decisivo en el 

acaecimiento del hecho (art. 1113, segundo párrafo, 2da. parte 

C.Civil). 

2.- Que como resulta del precedente análisis, 

tratándose entonces de una única hipótesis la enunciada por el 

actor como mecánica del accidente, en que estuvieron 

involucrados dos rodados equiparados en el riesgo que 

incorporan al tránsito, en los términos del art. 377 del CPCyC 

era a cargo de aquel acreditar que el automóvil se había 

ubicado interponiéndose en su circulación “cuando se 

encontraba finalizando el cruce” de la arteria, y que no lo 

concretó. 

Vale recordar que siendo el actor directo 

protagonista del episodio y que debe brindar una versión de 

los hechos, su desajuste con las pruebas producidas no puede 

derivar ni autoriza a que el juez concurra en su adecuación 

para constituir una hipótesis distinta –una tercera- que las 

justifique, si se considera la postulada por el demandado al 

responder la acción. 

Que en el caso, es el demandado el que aporta los 

datos objetivos, que evaluados conforme las reglas de la sana 

crítica (art. 386 CPCyC) generan convicción suficiente 

respecto a que fue el automotor Chevrolet el que había llegado 

antes a la intersección de la Avenida, incluso superando los 

dos tercios de la calzada e ingresado a la calle, cuando el 
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conductor de la motocicleta se va aproximando y observando 

aquello -conforme lo describe a fs. 4 vta.- decide seguir 

avanzando y golpearlo en el extremo de su guardabarros 

trasero. 

Que de lo informado, ausente otro tipo de prueba 

que lo contradiga, resulta en definitiva la ajenidad del 

demandado en el acaecimiento de la colisión, cuya causación sí 

le es atribuible al actor, que al guiar su motocicleta embiste 

al automotor, evidencia una situación de negligencia culpable 

toda vez que la Ley de Tránsito ordena que en la vía pública 

se debe “circular con cuidado y prevención, conservando en 

todo momento el dominio efectivo del vehículo, teniendo en 

cuenta los riesgos propios de la circulación y demás 

circunstancias del tránsito” (art. 39, inc. b). 

VI.- Por las razones expuestas, y en atención a 

los términos en que se planteó el recurso del accionado, 

propiciaré al Acuerdo que se revoque la sentencia de grado, y 

se rechace la demanda del actor en todas sus partes, con 

costas a su cargo (art. 68 CPCyC), derivando abstracto el 

tratamiento de la apelación del último. 

VII.- Que el análisis y la conclusión alcanzada 

en el punto VI-1/3 de la que resulta la exclusiva 

responsabilidad atribuida al conductor de la motocicleta, 

Felipe Enrique Aravena Mendez, en el acaecimiento del 

accidente objeto de autos, resultan aplicables a la pretensión 

fundada en la misma causal que tramitó bajo la causa “ROCHA 

SOTO VANESA DEL CARMEN C/ MATUS MONTECINOS JOSE SAMUEL Y OTRO 

S/ DAÑOS Y PERJUICIOS POR USO AUTOMOTOR CON LESION O MUERTE 

(EXTE. 465601/2012)”, tratándose de la persona transportada 

por aquél en el rodado menor. 

En consecuencia, propiciaré al Acuerdo que se 

revoque la sentencia de grado que condena al accionado y 
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citada en garantía a la reparación del daño sufrido por la 

Sra. Vanesa del Carmen Rocha Soto, rechazándose la demanda en 

todas sus partes, con costas a su cargo (art. 68 CPCyC), y 

derivar abstracto el tratamiento del recurso que interpusiera. 

VIII.- Conforme el nuevo pronunciamiento, se 

habrán de dejar sin efecto los honorarios regulados y 

certificación de deuda por tasas judiciales, y abstracta la 

apelación de los actores, debiéndose fijar aquellos teniendo 

en cuenta la base regulatoria que se determine conforme el 

art. 20 de la Ley 2393, comprensiva del capital de ambas 

demandas y sus  intereses: Para el Dr. ..., patrocinante del 

actor en el 20%, para el Dr. ..., en el doble carácter por la 

citada en garantía, el 22%; para el Dr. ..., en el doble 

carácter por los actores, en el 22%, y para los peritos ..., 

... y ..., en el 3%, 3% y 2% respectivamente. 

IX.- Regular los honorarios de los letrados 

intervinientes en la Alzada: Para el Dr. ..., patrocinante del 

actor, en el 30% de los fijados por la labor en la instancia 

de grado, y el 25% para el Dr. ..., en el doble carácter por 

los actores (art. 15 L.A.). 

La Dra. Patricia CLERICI dijo: 

I.- He de disentir con el voto del señor Vocal 

preopinante. 

Reiteradamente he dicho que “La Ley Nacional de 

Tránsito determina que la prioridad de paso de quién llega a 

una intersección circulando por la derecha es absoluta, y esta 

Sala II reiteradamente viene señalando la necesidad de 

respetar a ultranza la manda legal a efectos de otorgar 

previsibilidad y orden al tránsito automotor, ya que de otro 

modo, flexibilizando la interpretación de la ley, solamente se 

contribuye a aumentar el caos vehicular. 
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“Sin perjuicio de ello, la prioridad de paso no 

otorga al conductor que la detenta un bill de indemnidad, más 

quién intenta hacer excepción a la regla legal debe aportar 

pruebas concluyentes en apoyo de su tesis, teniendo en cuenta 

que quién conduce un automotor con preferencia de paso cree, 

con justa razón, que quién se encuentra obligado a cederlo, lo 

hará (cfr. Sala II, P.S. 1990-II, f° 383/385) –autos “Jara c/ 

Otero”, expte. n° 387.348/2009, 20/10/2011, entre muchos 

otros-. 

Esta posición fue compartida por el Tribunal 

Superior de Justicia al fallar la causa “Marcilla c/ Avila” 

(expte. n° 113/2009, Acuerdo n° 48/2013 del registro de la 

Secretaría Civil). 

En el precedente citado, el Tribunal Superior de 

Justicia sostuvo que: “…cuando el legislador elige asignar la 

prioridad de paso a quien circula por la derecha, lo hace con 

un criterio de razonabilidad práctica, ajustada a la 

consecución de los fines antes indicados.  

“Ese criterio no es otro que la visibilidad, 

puesto que dado que los vehículos llevan el volante del lado 

izquierdo, el ángulo de visión es mayor hacia el lado derecho, 

pues tienen todo el parabrisas para poder divisar el 

obstáculo, mientras que en el lado izquierdo pueden surgir 

dificultades en la visibilidad por el marco lateral de la 

carrocería (cfr. TABASSO CAMMI, artículo citado, pág. 29). 

“Ello resulta obvio puesto que sería totalmente 

irrazonable exigir a alguien que ceda el paso a quien no puede 

ver. Ya veremos más adelante, como esta cuestión adquiere 

relevancia para la solución del caso. 

“Se advierte entonces que la piedra de toque de 

este aspecto de la regulación se refiere a la visibilidad, que 

en los conglomerados urbanos adquiere notas problemáticas, 
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porque las líneas de edificación y los vehículos estacionados, 

en muchos casos obstruyen la visión del tránsito en las 

transversales que se van a atravesar en el recorrido.  

“Dicho factor determina que el conductor recién 

alcanza un ángulo visual aceptable cuando arriba a la 

bocacalle. Esto significa que todo lo que se ubique más allá 

le será invisible, lo cual impone adoptar extrema cautela en 

el ingreso al área que, en gran parte por ello, se califica de 

conflicto (cfr. Ibíd., pág. 7/47). 

“Por otro lado, debe tenerse en claro que en el 

sistema de preferencia de la derecha-izquierda –cuando éste es 

el único legalmente previsto- la circunstancia de que 

preferente y no preferente lleguen al límite del área de 

conflicto antes o después, no es relevante. Si arriba antes 

quien accede desde la derecha, le asiste la facultad de 

seguir, puesto que ello no representa más que el ejercicio del 

privilegio reglamentario; si lo hace después, puede proseguir 

confiando legítimamente en que el contendiente le cederá el 

paso, por lo cual, si este último prosigue, incurre en ilícita 

invasión de la zona habilitada al libre paso del contendiente 

y, de verificarse el siniestro, cargará con la presunción de 

causalidad y culpabilidad (Ibídem). 

“En consecuencia, la manda legal obliga al 

conductor que viene por la izquierda a permitir que pase 

primero el que viene por la derecha porque cuenta con 

prioridad de paso, más allá de quien esté más cerca o más 

lejos de la encrucijada –debate éste que, como veremos más 

adelante, resulta zanjado por los expresos términos de la 

normativa vigente-. 

“Sin embargo, debe tenerse en cuenta que el 

legislador ha organizado el sistema de tránsito sobre el 

presupuesto técnico de ciertos topes máximos de velocidad, 
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pues tal como reflexiona con acierto Carlos Tabasso Cammi, no 

hay orden –ni seguridad- posible si se circula a una velocidad 

excedida para la circunstancia o ultrapasando los topes 

admitidos, puesto que así se llega antes de lo debido a todos 

los puntos del recorrido, constituyéndose en un factor 

inesperado, imprevisible, conflictivo y alterador de la 

normalidad que cabría esperar conforme al principio de 

confianza (cfr. autor y artículo citados, pág. 47). 

“Es por esas razones, entre otras, que se ha 

dicho que la regla “primero derecha” no confiere un bill de 

indemnidad para el conductor que goza de paso preferente, ni 

lo exime de cumplir con las pautas básicas del tránsito 

vehicular conservando el dominio de su rodado (cfr. JORGE 

MARIO GALDÓS, “La prioridad de paso de quien circula por la 

derecha”, L.L.C.2012 (marzo), p.147. 

“En este universo normativo el límite 

verdaderamente intransgredible reside en la velocidad.  

“De allí que constituye presupuesto de aplicación 

de esta norma que el vehículo no preferente pueda ver a aquél 

que tiene la prioridad reglamentaria. 

 “En efecto, el propio ordenamiento de tránsito 

prevé velocidades máximas y mínimas para los diversos casos 

que allí contempla. 

“Todo conductor está obligado a calcular que 

llegará a la intersección a una velocidad de 25 o 30 km/h 

(Art. 68, inc. e) de la Ordenanza Municipal de Tránsito Nº 

7510/96 y Arts. 41, 50, 51 y 64 de la Ley Nacional de Tránsito 

Nº 24.449, y su Decreto Reglamentario Nº 779/1995, 

respectivamente).  

“Y es que, por ejemplo, un vehículo que transita 

a una velocidad de 100km/h recorre 27,78 metros por segundo y 

una cuadra regularmente mide 100 metros. Por ello, desde el 
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comienzo de una cuadra hasta llegar a la encrucijada siguiente 

tal vehículo insume un exiguo tiempo de casi 4 segundos. Lo 

cual torna prácticamente imposible su visión en debido tiempo, 

ante la imprevista aparición. A ello debe agregarse que un 

vehículo que se aproxima a una encrucijada es visible, para 

quien arriba por la otra calle, sólo en los últimos metros de 

ella. De tal modo, si media exceso de velocidad, la 

visualización resulta imposible o muy dificultosa. El riesgo 

así supuesto es de tal magnitud que la única forma de 

conjurarlo sería la total detención del tránsito. 

“En el caso, la pericia accidentológica informa 

que el actor conducía su motocicleta a 51,91km/h (cfr. fs. 

238/256), esto es en exceso de la velocidad precaucional 

reglamentaria. De allí que en su recorrido alcanzó 14,41 

metros por segundo. Esto es, en menos de 7 segundos recorrió 

toda la cuadra llegando intempestivamente a la encrucijada que 

pretendía trasponer el accionado. Es evidente, entonces, la 

dificultad que sufrió el demandado para divisar al actor en 

tiempo útil para cederle el paso. 

Puede concluirse entonces, que la velocidad 

impresa por el actor a la moto que conducía contribuyó 

concausalmente en la producción del siniestro”. 

A ello agrego que, como lo sostiene Eugenia 

Torres Deleau, “…el conductor de un motovehículo debe cumplir 

con las normas de tránsito y conducirse con prudencia, pues su 

participación implica un riesgo para sí y para los demás, 

riesgo que debe ser analizado desde el motovehículo (como cosa 

riesgosa) como desde su circulación (como actividad riesgosa). 

“En tal sentido, creemos que los conductores de 

motocicletas se encuentran obligados a adoptar mayores 

precauciones que los automovilistas, dado que al margen del 

daño que pueden provocar a sus usuarios, constituyen un medio 
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de transporte que crea riesgos a los componentes de la 

sociedad, dada la velocidad que pueden desarrollar en cortos 

espacios y la gran inestabilidad que poseen…No hay que perder 

de vista que un motovehículo no tiene forma de asegurar con 

ninguna fijación a su conductor y acompañante, tal como lo 

haría un cinturón de seguridad en otro tipo de vehículo de 

cuatro ruedas. Tampoco cuenta con la protección de una 

carrocería, como sí la poseen otro tipo de vehículos. La 

doctrina ha considerado: “…las motos son, por definición,  

elementos intrínsecamente peligrosos para sus ocupantes” (cfr. 

aut. cit., “Un cambio de paradigma en la responsabilidad de 

los automovilistas en los siniestros con motovehículos”, JA 

2017-IV, pág. 900). 

Desde esta perspectiva, existe responsabilidad en 

el demandado en el acaecimiento del accidente de tránsito, en 

tanto la prioridad de paso en la encrucijada la tenía la 

motocicleta de la parte actora. 

El hecho que el vehículo embistente haya sido la 

motocicleta, y que el impacto se haya producido en la parte 

trasera del automotor no exime al demandado totalmente de 

responsabilidad ya que, teniendo en cuenta el tiempo que 

insume cruzar una bocacalle, o no vio acercarse al 

motovehículo, o calculó mal la distancia y la velocidad que 

traía éste. 

No paso por alto que los dichos del testigo 

presencial aluden a que no vio acercarse a la motocicleta, 

pero ello no resulta trascendente en tanto la visión de la 

persona que viaja en la parte posterior de un vehículo no es 

igual a la que tiene el conductor, por lo que bien pudo el 

testigo no advertir la presencia del actor circulando por 

Avenida Argentina. 
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Pero dado el lugar del impacto, el actor también 

tiene responsabilidad en la producción del accidente. 

Tal como se señala en el voto del colega 

preopinante, la colisión se produce cuando el vehículo del 

demandado estaba cercano a finalizar con el cruce. Más aún, 

entiendo que si el actor hubiera estado lo suficientemente 

atento a las vicisitudes del tráfico, conforme era su 

obligación, y hubiera tenido el dominio del vehículo que 

conducía, lo que era también su obligación, el siniestro se 

podría haber evitado, ya que por las características del 

motovehículo y la distancia existente con la acera Este, la 

motocicleta podría haber pasado por atrás del automóvil. Claro 

está, entendiendo que circulaba a una velocidad precautoria. 

Pero nada de ello sucedió, impactando con la 

parte posterior del taxi. 

Consecuentemente, en el acaecimiento del 

accidente de autos existió responsabilidad concurrente de sus 

protagonistas, distribuyendo la misma en un 50% para cada uno. 

II.- Dado el resultado de la apelación referida a 

la atribución de responsabilidad, he de analizar los restantes 

agravios vertidos por las partes. 

El actor Aravena Méndez se queja del monto de la 

indemnización por incapacidad física. 

Llega firme a esta Alzada que el actor contaba 

con 27 años de edad al momento del accidente, que su 

remuneración mensual a esa época era de $ 2.254,00 y que la 

incapacidad física que tiene es del 15%. 

Utilizando para la aproximación al valor de la 

indemnización por daño físico el promedio de los resultados de 

las fórmulas Vuotto y Méndez –metodología utilizada por la a 

quo, la que no ha sido cuestionada- se obtiene una 
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indemnización de $ 136.137,00 (resultado de la fórmula Vuotto: 

$ 65.252,71 – resultado de la fórmula Méndez: $ 207.019,91 – 

sumatoria: $ 272.272,62). 

Entiendo que la a quo ha otorgado la suma de $ 

67.000,00 por ser la reclamada en la demanda, y por aplicación 

del principio de congruencia, pero dicho principio no alcanza 

a los montos asignados a los rubros cuya reparación se 

persigue mediante una acción de daños y perjuicios. 

En efecto, reiteradamente esta Sala II ha dicho 

que los valores que se asignan a las indemnizaciones 

pretendidas en la demanda son montos estimativos, sujetos a lo 

que puede resultar de la prueba a rendirse en la causa, en 

tanto la indemnización, en estos supuestos, debe ser integral. 

Consecuentemente la sentencia que condena a la reparación de 

los daños y perjuicios no está atada, como tope máximo, al 

monto reclamado en la demanda. 

Por lo dicho es que la indemnización por el daño 

físico del señor Aravena Méndez es de $ 136.137,00, y teniendo 

en cuenta la atribución de responsabilidad, la demanda 

progresa por este rubro por la suma de $ 68.069,00. 

En lo que refiere a la indemnización por daño 

moral, la queja del recurrente no aporta elementos objetivos 

que permitan considerar que la a quo ha incurrido en 

arbitrariedad, trasuntando en realidad una mera disconformidad 

con lo resuelto en la primera instancia. Ahora bien, 

considerando la entidad de la lesión física sufrida (fractura 

de escafoides carpeanos), el tipo de accidente protagonizado, 

y el tratamiento que debió afrontar, se entiende que la suma 

determinada por la a quo ($ 10.000,00) resulta adecuada para 

resarcir los padecimientos espirituales que razonablemente 

pudo sufrir el actor. 
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Luego, teniendo en cuenta la atribución de 

responsabilidad, este rubro progresa por la suma de $ 

5.000,00. 

También se queja del monto otorgado para 

tratamientos médicos futuros y le asiste razón en su crítica. 

De acuerdo con la pericia médica, resulta 

conveniente que el actor realice tratamiento kinesiológico, de 

dos sesiones por semana, con una duración de entre 7 y 12 

meses, a un costo por sesión de entre $ 150,00 y $ 200,00. 

Realizando un promedio del plazo de duración del 

tratamiento, tenemos que el actor requiere 76 sesiones a un 

costo (también promedio) de $ 175,00, lo que arroja un costo 

total de $ 13.300,00, importe al que debe elevarse la 

indemnización por tratamientos médicos futuros. Teniendo en 

cuenta la atribución de responsabilidad, este rubro progresa 

por la suma de $ 6.650,00. 

III.- La demanda también ha progresado por el 

rubro gastos de vestimenta ($ 200,00), el que debe ser 

adecuado a la atribución de responsabilidad, por lo que la 

condena se reduce a $ 100,00. 

En definitiva, la demanda progresa respecto del 

actor Aravena Méndez por la suma total de $ 79.819,00. 

IV.- La actora Rocha Soto se agravia, en primer 

lugar, del rechazo de la indemnización por daño físico. 

En este sentido, entiendo que le asiste razón a 

la apelante, pues el dictamen médico cabe conjugarlo con el 

certificado médico obrante a fs. 126/127 del expediente n° 

465.601/2012, que informa que el día 10 de marzo de 2010, la 

recurrente concurrió al consultorio del Hospital Bouquet 

Roldán refiriendo: “Rodilla derecha con dolor a la extensión”. 
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A fs. 161 vta. del expediente referido, el perito 

médico señala: “Movilidad articular de la rodilla: Flexión 

activa a 90, limitada por dolor intenso, con presencia de 

crujidos al realizar el movimiento…Maniobra de cajón genera 

dolor en puntada sobre cara ínfero medial de la rodilla al 

realizar la maniobra…”. 

A continuación: “RESONANCIA MAGNETICA DE RODILLA 

DERECHA: Informe: No hay evidencia de lesión ósea. Ambos 

ligamentos cruzados son correctamente visualizados en toda su 

extensión sin signos de desgarro. Hiperintensidad 

intrasustancia en el cuerpo posterior del menisco interno, sin 

descartar signos de desgarro a correlacionar con antecedentes. 

El menisco externo no muestra alteraciones. El tendón 

rotuliano, tendón cuadricipital, ligamentos colaterales y 

alares son de morfología e intensidad conservada. Derrame 

articular.”. 

Luego, al contestar el punto de pericia de la 

actora: “Señale si los padecimientos descriptos como secuela 

del evento, son consecuencia del mismo”, el perito contesta: 

“Las lesiones presentadas son compatibles con las dolencias 

seculares del evento, es decir son consecuencia del mismo. 

Explicación: A) Existe relación cronológica de las dolencias 

de la actora con el accidente. B) Existe relación en cuanto al 

mecanismo del trauma (fuerza del impacto y localización del 

impacto) y topografía de la lesión presentada (RODILLA). C) 

Exclusión  de otras causas en la paciente. D) Lesión 

objetivada con los signos clínicos y estudios realizados”. 

Así, y de la lectura de los antecedentes entiendo 

que le asiste razón a la quejosa pues, en forma coetánea al 

siniestro se verificó la dolencia en la rodilla y luego, en 

esa misma rodilla se efectuó la resonancia magnética, estudio 

del cual se puede predicar la objetividad, el que indica una 
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lesión en el lugar, cuyo origen –según el perito médico- es 

compatible con el evento y el tiempo transcurrido. 

Si bien es cierto que no existen pruebas de una 

atención inmediata al accidente, se han acompañado –como ya 

señalé- constancias de atención de la actora en el Hospital 

Bouquet Roldán, por la afección de la rodilla derecha, siendo 

la primera de ellas correspondiente al día 10 de marzo de 

2010, por lo que la diferencia de solamente cuatro días entre 

la fecha del accidente y la de la primera atención médica 

certificada no es tan extensa como para que se tenga por 

inexistente el nexo causal. 

El perito médico ha establecido que la actora 

presenta una incapacidad física del 14% como consecuencia de 

las secuelas dejadas por el accidente de tránsito (fs. 162 del 

expediente n° 465.601/2012). 

De acuerdo con las constancias de fs. 124 del 

expediente referido, la señora Rocha Soto tenía 24 años de 

edad al momento del accidente. 

No se ha denunciado en autos, ni menos 

acreditado, que la actora trabajara cuando se accidentó y, en 

su caso, cuáles eran sus ingresos económicos, por lo que para 

la aplicación de las fórmulas de matemática financiera  tomaré 

el salario mínimo, vital y móvil vigente a la fecha del 

accidente de tránsito (6 de marzo de 2010), el que ascendía a 

$ 1.500,00. 

Oportunamente adherí al voto de quién fuera mi 

colega de Sala Dr. Gigena Basombrío, emitido en autos 

“Portales c/ Moño Azul S.A.” (expte. n° 453.788/2011, 

2/9/2013), donde se sostuvo: … parece posible sostener que el 

empleo de fórmulas no importa una restricción a la legítima 

discrecionalidad judicial, sino a la arbitrariedad. Una 

fórmula no encorseta el razonamiento, sino que simplemente lo 
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expresa con una claridad que es reconocidamente superior 

(cuando entran en juego magnitudes y relaciones de alguna 

complejidad interna) a otras posibilidades de expresión. En un 

estado republicano nada es jurídicamente correcto sólo por las 

condiciones personales de quien lo afirme o por su mera 

autoridad, sino que lo es cuando resiste un proceso 

argumentativo abierto. El ocultamiento de las premisas y de 

las relaciones empleadas en una conclusión jurídica, parece 

más bien una actitud oscurantista que perjudica la seriedad de 

la conclusión implicada, que una contribución a su fortaleza. 

El empleo de fórmulas explícitas, en este contexto, contribuye 

simplemente a la honestidad intelectual exigible en este 

campo. No se trata de una búsqueda irrazonable de precisión ni 

de un compromiso con método de cálculo alguno, impuesto por 

razones externas al derecho (por ejemplo, por la eventual 

autoridad de otras ciencias). Al contrario, importa contribuir 

a una honestidad consistente en facilitar la refutación de las 

conclusiones que se sostienen y se consideran correctas. (“La 

utilidad, significado y componentes de las fórmulas para 

cuantificar indemnizaciones por incapacidades y muertes”-

Acciarri, Hugo A. Irigoyen Testa, Matías LA LEY 2011-A , 

877)”. 

“En esa inteligencia es que para la determinación 

de los daños en los casos de indemnizaciones que no están 

tarifadas como resultan las originadas en acción civiles, la 

inclusión de los distintos valores que requieren las variables 

se encuentra sujeta a cuestiones probatorias gobernadas por 

una lógica de presunciones diversa a las que imperan en el 

ámbito laboral.” 

“Así, no se trata que el uso de fórmulas resulte 

inadecuado per se, sino que la determinación y elección del 

valor de las variables que se utilizan puede resultar 
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complicado de justificar teniendo en cuenta los hechos 

probados en la causa.” 

“De esta manera en la medida que el actor 

pretenda que las variables recepten la particularidad de 

determinados hechos, resulta una carga probatoria acreditar 

dichos extremos.” 

“Lo dicho tiene relevancia pues a la hora de 

receptar los cambios introducidos en la denominada fórmula 

“Méndez” frente a la tradicionalmente utilizada “Vuotto”, se 

presenta de distinto modo la cuestión relativa a la 

expectativa de vida que propone tomar 75 años frente a la 

anterior que lo relacionaba únicamente con la edad 

jubilatoria, y aquella que se refiere a la perspectiva de 

modificación del salario, ya que es diferente lo que cabe 

tener en cuenta para una persona de 30 o 40 años que para una 

persona de 50 o 60, en cuyo caso la perspectiva de mejora de 

salario no es un “hecho notorio…Así, sostienen los autores 

antes citados: “… aquella crítica que descarta el empleo de 

fórmulas sobre la base de advertir algunas de sus 

dificultades, constituye una estrategia de argumentación 

claramente falaz. Usualmente los mismos críticos, en el acto 

de descartar ese modo de determinación, prefieren otro que 

participa en general, de las características que esbozamos en 

el párrafo anterior, sin siquiera intentar sostener su 

preferibilidad. Y como es evidente, que un término de una 

alternativa tenga debilidades, no significa que el otro sea 

preferible. Demostrar lo segundo, requiere otra cosa. Sin 

embargo muchas críticas parten de advertir problemas (de 

elección de variables, de estabilidad de condiciones, etc.) y 

a continuación descartan emplear toda fórmula y pasan a un 

acto de intuición único y genéticamente inexplicado, por el 

cual fijan una cantidad. Todo ello, sin advertir que los 

mismos problemas que afectaban al procedimiento que desechan, 
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afectan también al que emplean. Únicamente que, en el que 

eligen, esa falencia queda escondida tras un proceso de 

decisión que no se explica, mientras que, cuando se emplean 

fórmulas, esos problemas quedan a la vista y expuestos a la 

crítica. En ese modo abierto y explícito de exponer las 

dificultades, está la fortaleza, no la debilidad, de emplear 

fórmulas.” 

“Al contrario, el ingreso a computar —tanto como 

el valor de cualquiera de las restantes variables— es una 

circunstancia de hecho y sujeta a las reglas generales del 

razonamiento judicial. Y podría corresponder a un promedio 

ponderado del ingreso total para cada uno de los períodos, o a 

una fracción del mismo, cuando se estime que el daño 

corresponde a una incapacidad parcial.” 

“… Es claro, por ejemplo, que una pauta de la 

experiencia (un hecho notorio) indica que el ingreso de las 

personas no es igual a lo largo de toda su vida. Asimismo que 

está sujeto a circunstancias múltiples y ajenas a su decisión. 

Pero también, en cada caso individual sometido a decisión 

judicial, pueden discutirse y tenerse por acreditados diversos 

extremos que conlleven alguna conclusión plausible que haga 

diferir el caso de aquellas estimaciones generales. En un 

proceso individual, no obstante, la prueba producida puede 

contradecirlo para el caso concreto, o justificar alguna 

predicción particular a su respecto. Ciertas tareas 

especiales, por ejemplo, pueden o no, estar alcanzadas por la 

jubilación obligatoria y en el caso particular que se esté 

juzgando, puede ser más pequeña o más grande la probabilidad 

de una jubilación voluntaria. La curva de ingresos de un 

deportista, por ejemplo, puede alcanzar su pico muy 

prematuramente y derivar en un rápido descenso posterior, y 

así pueden darse casos diversos. Para resumirlo en una regla 

práctica simple, podríamos decir que las máximas más generales 
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de la experiencia (las que asumen una persona indiferenciada), 

en este campo, ceden frente a otras de menor generalidad pero 

todavía generales (las que se refieren por ejemplo, a 

deportistas, o deportistas de tal o cual disciplina). Y las 

mismas, ceden frente a las particularidades acreditadas en el 

proceso individual, para la víctima. Lo expuesto, nuevamente, 

no es más que una aplicación particular de reglas usuales de 

convicción judicial y prueba…”. 

Es por ello que para tratar de arribar a la 

indemnización más justa posible, me inclino por promediar los 

resultados de las fórmulas habitualmente utilizadas en sede 

judicial (Vuotto y Méndez). 

Promediando los resultados de ambas fórmulas 

(Vuotto: $ 41.326,78 y Méndez: $ 147.539,34), se obtiene un 

resultado de $ 94.433,00, el que considero justo para reparar 

el daño físico sufrido por la señora Rocha Soto. Ahora bien, 

teniendo en cuenta la atribución de responsabilidad en la 

producción del hecho dañoso, y que la actora no demandó al 

conductor de la motocicleta, ya que ella viajaba como 

acompañante, la demanda progresa por la suma de $ 47.217,00. 

La demandante se queja por la indemnización 

otorgada para reparar el daño moral. 

Al igual que ha sucedido con el actor Aravena 

Méndez, la recurrente no aporta nuevos elementos que permitan 

considerar que ha existido un error en la valoración hecha por 

la jueza de grado; se trata solamente de una disconformidad 

con la suma fijada por la a quo. 

Teniendo en cuenta la entidad del accidente, y la 

lesión sufrida, la que de acuerdo con lo informado por el 

Hospital Bouquet Roldán requirió una convalecencia de siete 

días; como así también que las secuelas de la lesión no han 

afectado mayormente su vida de relación, entiendo que la suma 
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otorgada por la a quo para reparar el daño moral es adecuada a 

los padecimientos espirituales que razonablemente pudo haber 

tenido la demandante. Y, teniendo en cuenta la variación de la 

atribución de responsabilidad, la demanda progresa por la suma 

de $ 3.000,00. 

En lo concerniente a los gastos de tratamiento 

psicológico, si la perito ha recomendado su realización, 

durante un año, con una frecuencia semanal y ha informado el 

costo de cada sesión; en tanto la jueza de grado ha hecho 

lugar al pago de este tratamiento –cuestión no controvertida 

en la Alzada-, la indemnización debe progresar por el costo 

total, o sea $ 14.400,00. Y teniendo en cuenta la atribución 

de responsabilidad, la demanda progresa por la suma de $ 

7.200,00. 

Finalmente, debe adaptarse la indemnización por 

gastos de vestimenta a la nueva atribución de responsabilidad, 

por lo que ella se reduce a la suma de $ 100,00. 

En consecuencia, la pretensión de la señora Rocha 

Sota progresa por la suma total de $ 57.517,00. 

V.- El tratamiento de la apelación arancelaria 

del letrado de la parte actora deviene abstracto, dado el 

resultado de los recursos de apelación, que impone una nueva 

regulación. 

VI.- Por lo dicho, propongo al Acuerdo hacer 

lugar parcialmente a los recursos de apelación de autos y 

declarar abstracto el tratamiento de la apelación arancelaria. 

En consecuencia se modifica parcialmente el fallo 

de grado, disminuyendo el capital de condena correspondiente 

al señor Felipe Enrique Aravena Méndez, el que se fija en la 

suma de $ 79.819,00; e incrementando el capital de condena 

correspondiente a la señora Vanesa del Carmen Rocha Soto, el 

que se fija en la suma de $ 57.517,00. 
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En atención a la modificación de la atribución de 

responsabilidad en el acaecimiento del accidente de tránsito, 

y al resultado de las apelaciones, las costas por la actuación 

en ambas instancias se imponen en el orden causado (art. 68, 

2da. parte y 71, CPCyC). 

Se dejan sin efecto las regulaciones de 

honorarios de la primera instancia, determinándose los mismos 

en el 22,4% de la base regulatoria de ambos procesos para el 

letrado apoderado de los actores Dr. ...; 11,2% de la base 

regulatoria de ambos procesos para el Dr. ..., patrocinante 

del demandado Matus Montecino; y 15,68% de la base regulatoria 

para el Dr. ..., en doble carácter por la aseguradora citada 

en garantía, todo de conformidad con lo prescripto por los 

arts. 6, 7, 10 y 12 de la ley 1.594. 

Se confirman las regulaciones de honorarios de 

los peritos que han intervenido en autos, psicóloga ..., y 

médicos ... y .... 

Los honorarios de los letrados que actuaron ante 

la Alzada, Dres. ... y ... se regulan en el 30% de la suma que 

resulte para cada uno de ellos, por igual concepto y por su 

actuación en la instancia de grado (art. 15, ley 1.594). 

Existiendo disidencia en los votos que anteceden, 

se integra Sala con el Dr. José I. NOACCO, quien manifiesta: 

Por compartir los fundamentos vertidos en el voto 

del Dr. Marcelo MEDORI, adhiero al mismo. 

Por ello, esta Sala II, por mayoría  

RESUELVE: 

I.- Revocar la sentencia de fs. 327/336, 

rechazándose la demanda interpuesta en todas sus partes. 

II.- Imponer las costas del proceso en ambas 

instancias a cargo de la actora vencida (art. 68 CPCyC). 
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III.- Regular los honorarios, fijándolos conforme 

el nuevo pronunciamiento y teniendo en cuenta la base 

regulatoria que se determine conforme el art. 20 de la Ley 

2393, comprensiva del capital de ambas demandas y sus 

intereses en los siguientes porcentajes para el Dr. ... 

patrocinante del actor, en el 20%; para el Dr. ..., en el 

doble carácter por la citada en garantía, en el 22%; para el 

Dr. ..., en el doble carácter por los actores, en el 22%; y 

para los peritos ..., ... y ..., en el 3%, 3% y 2% 

respectivamente (arts. 6, 7, 10, 20, 39, 40, ley 1594). 

IV.- Regular los honorarios de los letrados 

intervinientes en la Alzada en los siguientes porcentajes para 

el Dr. ..., patrocinante del actor, en el 30% de los fijados 

por la labor en la instancia de grado; y en el 25% para el Dr. 

..., en el doble carácter por los actores (art. 15 L.A.). 

V.- Regístrese, notifíquese electrónicamente y 

por cédula a la citada en garantía al domicilio denunciado por 

su anterior representante, en su oportunidad, vuelvan los 

autos a origen. 

DRA. PATRICIA M. CLERICI - DR. MARCELO MEDORI - DR. JOSE I. NOACCO 
Dra. MICAELA S. ROSALES - Secretaria 

 


